NOTA SOBRE LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN TRANSITORIO DE LA NUEVA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. Autor. Francisco Sánchez Moretón, Secretario-Interventor del Servicio Jurídico de Asistencia a Municipios de la Diputación Provincial de Salamanca.

1) Introducción.



Como es sabido, conforme a lo indicado en su Disposición final séptima párrafo primero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LEPAC), tuvo su entrada en vigor el día 2/10/16, fecha en la que se cumplió el año de su publicación en el BOE, que fue el 2/10/15.


No obstante, según se pone de manifiesto en el párrafo segundo de esta Disposición, las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico, producirán efectos a los dos años de la entrada en vigor de la Ley (2/10/18).


A fin de encauzar en lo posible el efecto que una norma de la trascendencia de la LEPAC puede tener sobre los procedimientos administrativos en tramitación al momento de su vigencia se dispone, como es lógico, un amplio régimen transitorio que a continuación examinaremos brevemente y desde un punto eminentemente práctico.



2) Régimen transitorio de los procedimientos administrativos (Disposición transitoria tercera de la LEPAC). 


En este apartado para mayor claridad debemos distinguir entre procedimientos administrativos y actos administrativos.



2.1 Procedimientos administrativos.



► El apartado a) de esta Disposición regula que a los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior. Es decir, los procedimientos en curso previos al 2/10/16 continuarán tramitándose por lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (LRJAPyPAC) u otra norma que les resulte aplicable.



► En cuanto a los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de la entrada en vigor de la LEPAC, determina el apartado b) de esta Disposición que se sustanciarán por las normas establecidas en ésta. Aclaración legal oportuna dada la naturaleza revisoria de estos procedimientos respecto a otros que pudieran regirse por anteriores normas procedimentales.   Lo que significa en la práctica que, si se suscita un procedimiento de revisión de oficio (Vg. por causa de nulidad) de un acto emanado en un procedimiento regido por la LRJAPyPAC u otras normas, una vez en vigor la LEPAC, resultarán aplicables las disposiciones aplicables de esta última (artículos 106 y siguientes).  


2.2 Actos administrativos. 
          ► De acuerdo a lo dispuesto en el apartado c) de esta Disposición, los actos y disposiciones dictados con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley se regirán, en cuanto al régimen de recursos, por las disposiciones de la misma.



Significa lo anterior que cualquier acto administrativo, incluso los provenientes de procedimientos iniciados previamente a la entrada en vigor de la LEPAC, que, como sabemos ser rigen por la LRJAPyPAC u otra norma aplicable, sin embargo tendrán el régimen de recursos contemplado en la propia LEPAC. 



En el Anexo I de este trabajo, para facilitar la labor de las Entidades Locales de la provincia, se proponen diferentes modelos de “pies de recurso”, que en aplicación de la LEPAC pueden utilizarse para notificar en legal forma los actos administrativos que acuerden las mismas. 



► En cuanto a la ejecución de los actos administrativos, el apartado d) de la LEPAC, regula que los actos y resoluciones pendientes de ejecución a la entrada en vigor de esta Ley se regirán para su ejecución por la normativa vigente cuando se dictaron. Es decir que, aún produciéndose la ejecución de estos actos resueltos antes del 2/10/16 con posterioridad a esta fecha, la legislación procedimental aplicable a ellos será la correspondiente a los actos ejecutados, esto es, la LRJAPyPAC u otras normas al respecto.


2.3 Carácter supletorio de este régimen de transitoriedad.


Por último decir que, en el apartado e) de la Disposición comentada se indica que, a falta de previsiones expresas establecidas en las correspondientes disposiciones legales y reglamentarias, las cuestiones de derecho transitorio que se susciten en materia de procedimiento administrativo se resolverán de acuerdo con los principios establecidos en los apartados  anteriores. Se trata ésta de una cláusula de supletoriedad y a la vez de cierre del régimen transitorio recogido en esta Disposición. 


3) Archivo de documentos (Disposición transitoria primera de la LEPAC). 


El archivo de los documentos correspondientes a procedimientos administrativos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley, se regirá por lo dispuesto en la normativa anterior. Siempre que sea posible, los documentos en papel asociados a procedimientos administrativos finalizados antes de la entrada en vigor de la LEPAC deberán digitalizarse de acuerdo a los requisitos establecidos en la normativa reguladora aplicable. En lo tocante a la exigencia de la digitalización de la documentación incluida en los expedientes de los procedimientos administrativos de las Administraciones anteriores a la fecha de 2/10/15, el legislador la condiciona a que resulte posible; por ello, parece que presumiblemente solo se llevará a cabo (sobre todo en las pequeñas Entidades Locales) cuando existan medidas de fomento que ayuden a hacerlo. Por lo que respecta al archivo de los documentos correspondientes a procedimientos administrativos iniciados antes de 2/10/15, esta Disposición remite a la normativa anterior que entendemos se trata de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (LAESP). La problemática que puede presentarse en este caso la mencionamos a continuación al comentar la Disposición transitoria cuarta de la LEPAC.


4) Régimen transitorio de los archivos, registros y punto de acceso general (Disposición transitoria cuarta de la LEPAC). Mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico (plazo máximo al efecto, como sabemos, el día 2/10/18) las Administraciones públicas mantendrán los mismos canales, medios o sistemas electrónicos vigentes relativos a dichas materias, que permitan garantizar el derecho de las personas a relacionarse electrónicamente con las Administraciones. Es decir que cada Administración debería mantener respecto a la implantación en su ámbito de la administración electrónica
 los logros conseguidos, siempre con el límite de la garantizar, al menos, el derecho de los ciudadanos a relacionarse electrónicamente con las mismas. El problema, otra vez más acusado en las pequeñas entidades locales, es la nula o escasísima implantación a la fecha de vigencia de la LEPAC de cualquier clase de administración electrónica. Ante esta realidad que se presenta en la práctica y no cabe ignorar la única  interpretación correcta que puede hacerse de esta Disposición transitoria es la que nos lleve a entender la necesidad de introducir a la mayor brevedad posible la administración electrónica que permita cumplir con la obligación  mínima legal expuesta; sin intentar apurar, por ello, en modo alguno el plazo máximo concedido a este efecto por la Disposición final séptima de la LEPAC.  


4) Adaptación normativa (Disposición final quinta de la LEPAC).



Establece esta Disposición que en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley se deberán adecuar a la misma las normas reguladoras estatales, autonómicas y locales de los distintos procedimientos normativos que sean incompatibles con lo previsto en la misma. Aunque esta previsión de adaptación normativa no viene fijada en una disposición de carácter transitorio, lo cierto es que tiene este carácter al  determinar un plazo temporal en el que la actuación que prevé debe llevarse a cabo.    


No carece de importancia esta obligación,  pues ante las nuevas exigencias de calidad de la técnica regulatoria, será necesario que revisen y, en su caso reajusten, las normas municipales en relación con los requisitos impuestos por el Título VI de la LEPAC.   
ANEXO I

1

TEXTOS DE PIE DE RECURSO QUE SE INSERTAN EN LAS NOTIFICACIONES DE LOS ACTOS Y ACUERDOS ADMINISTRATIVOS LOCALES, DE ACUERDO A LO DISPUESTO EN LA LEY 39/2016 de 1 DE OCTUBRE  DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN (LEPAC).
a) Recurso potestativo de reposición:

a.1)  Notificación del acto administrativo originario.
“Lo que le comunico para su conocimiento y efectos, señalando que contra este acuerdo, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponer, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 52.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril de Bases de Régimen Local y 123, 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al recibo de esta notificación, ante (el mismo órgano que dictó el acto).

Si no estima oportuna la interposición del recurso potestativo de reposición podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses contados en la misma forma, ante el (órgano jurisdiccional competente
) con arreglo a lo señalado en los artículos 8, 10, 25.1 y 46.1 de la Ley 29/1998 de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto.  
Así mismo podrá interponer cualquier otro recurso que estime pertinente”

a.2) Notificación de la resolución del recurso potestativo de reposición.

“Lo que le comunico para su conocimiento y efectos, señalando que contra el presente acto es definitivo en vía administrativa, contra el podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al recibo de la presente notificación, ante el (órgano jurisdiccional competente
) con arreglo a lo señalado en los artículos 8, 10, 25.1 y 46.1 de la Ley 29/98 de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa”.
a.3) Publicación de ordenanzas, reglamentos y otras disposiciones administrativas generales.

“Lo que le comunico para su conocimiento y efectos, señalando que contra el presente acuerdo definitivo que aprueba la (ordenanza/ reglamento etc.) podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde el siguiente a su publicación, ante el (órgano jurisdiccional competente
) con arreglo a lo señalado en los artículos 10, 25.1 y 46.1 de la Ley 29/98 de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.”
b) Recurso de alzada.

“Lo que le comunico para su conocimiento y efectos, señalando que contra este acuerdo, que no pone fin a la vía administrativa, podrá interponer, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, recurso de alzada en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al recibo de esta notificación, ante (el órgano que dictó el acto o ante su superior jerárquico, competente para resolverlo).
c) Contra notificación de actos de trámite no cualificados.

Cuando se notifica un acto de trámite no cualificado (no incluido en el artículo 112.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común), no es preciso poner pie de recurso.

En caso de desear hacerlo, su texto puede ser:

“Notifíquese el presente acto contra el que por ser de tramite no cualificado (los no incluidos en el artículo 112.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común) no cabe la posibilidad de interponer recurso, si bien podrá ser alegado por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento”
d) Contra notificaciones de actos y resoluciones de carácter laboral. 

d.1) Recurso por extinción de relación laboral

“Lo que se traslada a Vd. Para su conocimiento y efectos, significándole que, de conformidad  con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 36/2011 de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Laboral y sin perjuicio de los demás recursos que estime procedentes, contra dicha resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá ejercitar la acción de impugnación por decisión extintiva del contrato ante (el órgano jurisdiccional correspondiente
), dentro del plazo de 20 días hábiles a contar desde el día siguiente al de recibo de la presente notificación”.

d.2) Recurso laboral general
“Lo que se traslada a Vd. Para su conocimiento y efectos, significándole que, de conformidad  con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 36/2011 de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Laboral y sin perjuicio de los demás recursos que estime procedentes, contra dicha resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá presentar demanda judicial en la vía laboral ante (el órgano jurisdiccional correspondiente
), dentro del plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de recibo de la presente notificación”.

En Salamanca a 27 de octubre de 2016

El Secretario-Interventor del Servicio

Jurídico de Asistencia a Municipios

Fdo. Francisco Sánchez Moretón.
� De acuerdo a la LAESP.


�Juzgado de lo Contencioso-Administrativo correspondiente de Salamanca; Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valladolid.


�Juzgado de lo Contencioso-Administrativo correspondiente de Salamanca; Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valladolid. 


� Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valladolid. 


� Juzgado de Social competente de Salamanca.


� Juzgado de Social competente de Salamanca.
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